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COVID-19 CONSECUENCIAS ECONÓMICAS

Fedea reclama ajustar los impuestos 
a la capacidad de pago de las empresas
� Sugiere que los contribuyentes 
puedan cambiar de régimen de 
tributación por su actividad real

MADRID. Las medidas adopta-
das por el Gobierno para mitigar 
los efectos económicos del Co-
vid-19 y de la ‘hibernación’ de la 
actividad se creen insuficientes 
por parte de muchos sectores. 
Los más vulnerables insisten en 
la necesidad de un sistema de ga-
rantía de rentas. Y las empresas 
reiteran que hay que ir más allá 
de las moratorias en el pago de 
impuestos ya aprobadas. CEOE y 
Cepyme han instado al Ejecutivo 
a que «proceda a suspender las 
obligaciones de pago de impues-
tos» como el IVA, el IRPF o las 
cotizaciones sociales «en aque-
llos sectores y empresas más gol-
peadas por el descenso de la ac-
tividad».  

El Gobierno se enfrenta a un 
dilema: aliviar las cargas fiscales 
puede ser una forma de inyectar 
dinero, pero por otra parte los in-
gresos son más necesarios que 
nunca. Fuentes de Economía afir-

man que no hay sobre la mesa 
ideas adicionales en materia im-
positiva a las ya adoptadas y que 
pasan por el aplazamiento en los 
pagos para pymes y autónomos.  

Los expertos sí aconsejan al-
gún retoque que no merme re-
caudación. Desde la Fundación 
de Estudios de Economía Aplica-
da (Fedea), Julio López Laborda 
y Jorge Onrubia dicen que «care-
ce de sentido cualquier medida 
general de condonación de deu-
das tributarias o por cotizaciones 
sociales». Pero defienden que las 
obligaciones tributarias y socia-
les se adecúen a la capacidad de 
pago de empresas y trabajadores.  

«Segunda fase de ajustes» 

Así, si ven bien en una primera 
fase de la crisis se aplican medi-
das de aplazamiento bajo «con-
tingencias verificables», en una 
segunda fase abogan por «ajus-
tes» según «los cambios que se 

hayan producido en la capacidad 
de pago gravada en cada impues-
to».  

Laborda y Onrubia afirman 
que si bien los principales im-
puestos están diseñados para de-
terminar su carga a partir de me-
diciones bastante reales de la ca-
pacidad de pago, hay excepcio-
nes, como los regímenes de esti-
mación objetiva de los rendi-
mientos aplicados en el IRPF –los 
módulos– y su equivalente del ré-
gimen simplificado del IVA. Para 
resolverlo, sugieren garantizar el 
cambio automático al régimen de 
estimación directa –que mide 
rendimientos reales– a petición 
del declarante. 

También propone la redefini-
ción de los mecanismos de ingre-
so a cuenta de los pagos fraccio-
nados por actividades económi-
cas en el IRPF o los pagos a cuen-
ta en Sociedades. En esta direc-
ción se manifiesta el Consejo Ge-
neral de Economistas que, en una 
carta abierta a la ministra María 
Jesús Montero, aboga por que el 
contribuyente pueda modificar la 
opción de cálculo fraccionado al 
presentar la declaración del pri-

mer plazo en Sociedades. Esta 
medida, argumenta, permitiría 
adecuar los pagos de 2020 a la ba-
se imponible de este año. Si no, 
los contribuyentes tendrían que 
pagar teniendo como referencia 
la cuota íntegra del año anterior.  

En el capítulo del gasto públi-
co, los expertos de Fedea creen 
que lo apropiado es «concentrar-
se en los sectores y colectivos 
más afectados». Así, afirman, las 
transferencias generalizadas de 
renta serían un «despilfarro» 
ahora porque irían en parte a 
quien no las necesita y no ayuda-
rían a estimular la demanda 
cuando el consumo está restrin-
gido por el cierre de buena parte 
del comercio y lo servicios.  

«Las transferencias generaliza-
das, tipo ‘rentas básicas universa-
les’, no son un instrumento ade-
cuado para una situación como 
ésta, pues diluyen el esfuerzo 
presupuestario para garantizar li-
quidez entre todos los ciudada-
nos, sin tener en cuenta si éstos 
han perdido o no sus ingresos», 
concluyen Onrubia y López La-
borda.  
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